
 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

 
CONCILIACIÓN No. 002 

 

Bogotá D.C., diez (10) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

M. DE CONTROL:   Examen Conciliación Prejudicial – Medio de Control 
Controversias Contractuales 

RADICACIÓN:  11001-3343- 061 – 2022 – 00078 - 00 
CONVOCANTE: Comercializadora JE Tours S.A.S  
CONVOCADO: Contraloría General de la República 
 
La Procuraduría 6 Judicial II para Asuntos Administrativos remitió para su 
aprobación el acta de conciliación con radicado No. E-2021-618996 celebrada el 3 de 
marzo de 2022, entre la Comercializadora JE Tours S.A.S. y la Contraloría General de 
la República.  
 

1. ANTECEDENTES 
 

1.1. El 3 de noviembre de 2021, actuando a través de apoderado judicial, la 
representante legal de la Comercializadora JE Tours S.A.S. solicitó adelantar 
audiencia de conciliación extrajudicial cuyo conocimiento correspondió a la 
Procuraduría 6 Judicial II para Asuntos Administrativos, con fundamento en los 
hechos relevantes que se resumirán a continuación:  

El 2 de agosto de 2019 la Contraloría General de la República adjudicó el proceso de 
selección abreviada por subasta inversa CGR SI 002 de 2019 a la Comercializadora JE 
Tours S.A.S., por lo cual suscribieron el Contrato 271 de 2019.  
 
En el mentado contrato se pactó el valor de mil trescientos cincuenta millones de 
pesos y el plazo a partir del acta de inicio hasta que se agotaran lo recursos o hasta 
el 31 de diciembre de 2019, lo que sucediera primero.  
 
El 5 de agosto de 2019 la entidad contratante y la sociedad contratista suscribieron 
la aclaratoria al Contrato 271 de 2019, con el fin de indicar que los certificados de 
disponibilidad presupuestal 77719 y 5319 del 14 de mayo de 2019 eran el respaldo 
económico del contrato.  
 
El 22 de octubre de 2019 se celebró la adición y prorroga No. 1 al contrato, 
estableciendo una adición de quinientos noventa y tres millones de pesos y amplió 
el plazo de ejecución hasta el 30 de marzo de 2020. 
 
El 13 de noviembre de 2019 se realizó la adición No. 2 al contrato por un valor de 
ochenta y dos millones de pesos.  
 



El 22 de noviembre de 2019 las partes suscribieron el documento modificatorio 1 y 
aclaratorio No. 2 al contrato, en el que se modificó el compromiso de vigencias 
futuras a un valor de cuatrocientos millones de pesos.  
 
Destacó que la Comercializadora JE Tours S.A.S cumplió con la totalidad de los 
compromisos contractuales pactados, sin embargo la Contraloría General de la 
República incumplió con la obligación de pago por lo que adeuda la suma de 
$19.101.060, correspondiente a la facturación del periodo comprendido entre el 5 de 
noviembre al 10 de diciembre de 2020.  
 
1.2.- Por lo anterior la parte convocante solicitó lo siguiente: 

 

1.3.- Al encontrar procedente la solicitud de conciliación del convocante, la 
Procuradora 6 Judicial II para Asuntos Administrativos celebró audiencia el 8 
de marzo de 2022, en la que se llegó a un acuerdo conciliatorio así: 

 

 

 



1.4.- Realizado lo anterior y una vez el Ministerio Público dispusiera que el acuerdo 
cumplió con todos los requisitos normativos y jurisprudenciales pertinentes, el 
expediente fue remitido para su aprobación asignándose a este despacho.  

1.5.- Previo a resolver sobre la aprobación o no del acuerdo conciliatorio el 
despacho mediante auto del 28 de marzo de 2022 requirió a las partes para que 
allegaran copia auténtica del contrato 271 de 2019 con sus anexos, de la factura y 
lo requisito para su pago, los certificados de disponibilidad y reserva presupuestal, 
así como la aclaración del poder conferido a la Contraloría General de la República.  

1.6.- El 18 de abril de 2022 la Contraloría General de la República allegó poder y 
certificado de disponibilidad presupuestal.  

1.7.- El 19 de abril de 2022 la parte convocante allegó los documentos requeridos.   
 

3. CONSIDERACIONES 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 73 de la Ley 446 de 1998 y el artículo 24 de la 
Ley 640 de 2001, este Despacho conocerá de la presente conciliación prejudicial 
celebrada ante la Procuraduría 6 Judicial II para Asuntos Administrativos. 

Así, teniendo en cuenta lo preceptuado por el artículo 70 de la Ley 446 de 1998 en 
concordancia con lo establecido en el artículo 161 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 34 de 
la Ley 2080 de 2021 es posible conciliar total o parcialmente en las etapas 
prejudicial o judicial, los conflictos de carácter particular y contenido económico 
de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 
a través de las pretensiones previstas en los artículos 138, 140 y 141 del Estatuto 
citado con antelación. 

De igual manera, el Juez al momento de estudiar la conciliación prejudicial de su 
competencia y en aras de proceder a la aprobación o desaprobación del acuerdo 
es necesario que verifique el cumplimiento de los siguientes requisitos: 

3.1. Que exista capacidad para ser parte, para conciliar y autoridad competente 
para su celebración.  
 
En el presente caso figura como parte activa la Comercializadora JE Tours S.A.S, 
representada por Luz Stella Rincón Lizcano, quien actúa a través de apoderado 
debidamente facultado para adelantar el correspondiente trámite conciliatorio 
(Archivo 002 expediente electrónico).  
 
Así mismo, la parte pasiva se encuentra conformada por Contraloría General de la 
República, cuya apoderada allegó el documento donde consta la facultad expresa 
para conciliar (Archivos 005 a 007, y 018 de expediente electrónico) también se 
encuentra el análisis del Comité y su viabilidad para proponer formula conciliatoria. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se encuentra concordancia con los requisitos 
establecidos en el artículo 54 del Código General del Proceso y 70 de la ley 446 de 
1998 y artículos 2 y 5 del Decreto 1716 de 2009, pues se tiene que las partes 
conciliantes son capaces para ejercer derechos y contraer obligaciones, fueron 
debidamente representadas y la conciliación se realizó ante autoridad competente.  



 
3.2. Que no haya operado el fenómeno de la caducidad. 

Se encuentra que el término de caducidad no ha operado en el presente asunto, 
lo anterior bajo el entendido de la relación directa que existe entre la conciliación 
extrajudicial y el posible medio de control a realizar, el cual corresponde al de 
controversias contractuales si se tiene en cuenta tanto lo planteado en la petición 
de conciliación como los medios probatorios aportados al expediente. 
 
Ahora bien, El artículo 164, numeral 2, literal j, señala que: 

“j) En las relativas a contratos el término para demandar será de dos (2) años que 
se contarán a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de 
derecho que les sirvan de fundamento. 

Cuando se pretenda la nulidad absoluta o relativa del contrato, el término para 
demandar será de dos (2) años que se empezarán a contar desde el día siguiente al 
de su perfeccionamiento. En todo caso, podrá demandarse la nulidad absoluta del 
contrato mientras este se encuentre vigente. 

En los siguientes contratos, el término de dos (2) años se contará así: 

i) En los de ejecución instantánea desde el día siguiente a cuando se cumplió o debió 

cumplirse el objeto del contrato; 

ii) En los que no requieran de liquidación, desde el día siguiente al de la terminación 

del contrato por cualquier causa; 

iii) En los que requieran de liquidación y esta sea efectuada de común acuerdo por 

las partes, desde el día siguiente al de la firma del acta; 

iv) En los que requieran de liquidación y esta sea efectuada unilateralmente por la 

administración, desde el día siguiente al de la ejecutoria del acto administrativo que 

la apruebe; 

v) En los que requieran de liquidación y esta no se logre por mutuo acuerdo o no se 

practique por la administración unilateralmente, una vez cumplido el término de 

dos (2) meses contados a partir del vencimiento del plazo convenido para hacerlo 

bilateralmente o, en su defecto, del término de los cuatro (4) meses siguientes a la 

terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del acuerdo que 

la disponga;” 

De la norma anterior, se concluye que quien pretenda acudir ante la jurisdicción 
contenciosa administrativa a través del medio de control de controversias 
contractuales, cuenta con un término de dos (2) años el cual variará, dependiendo 
si el contrato sobre el que versa la demanda requiere de liquidación o no, si esta 
fue realizada o no, y respecto de las pretensiones específicas para cada caso.  
 

Ahora bien, de la lectura del Contrato No. 271 de 2019, puede establecer, que el 
plazo de ejecución era hasta el 31 de diciembre de 2019 y a partir de la firma del 
acta de inicio que para el efecto fue el 5 de agosto de 2019.  
 
Igualmente, se pactó que la liquidación se daría en los términos de la Ley 80 de 
1993, disponiendo de un término máximo de 6 meses.  



 
Seguido a ello, a través de la prorroga suscrita el 22 de octubre de 2019, en la que 
se ampliaba el plazo de ejecución hasta el 30 de marzo de 2020. 
 
De esta manera se tiene que el término para iniciar el conteo de la caducidad para 
el medio de control de controversias inició el 1 de octubre de 2020 y atendiendo a 
que la solicitud de conciliación se radicó por la convocante el ante el organismo 
competente el 3 de noviembre de 2021, se concluye que no ha operado el 
fenómeno de la caducidad para el presente asunto por cuanto no se superó el 
término de los dos años que exige la norma aplicable. 
 
3.3. Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos que puedan 
disponer las partes (artículo 70, Ley 446 de 1998). 
 
Se observa que el presente caso se encamina a que la entidad efectué el pago de 
la cuenta la factura del 5 de noviembre al 10 de diciembre de 2020, por la suma de 
$19.101.060.  
 
Así, atendiendo a que el sub lite gira entorno a la disposición y afectación de 
derechos subjetivos de carácter económico que se caracterizan por ser 
renunciables de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 15 del Código Civil, se 
encuentra que las partes se tienen en plena capacidad de disponer sobre sus 
prestaciones pecuniarias a fin de llegar a una conciliación, como efectivamente se 
hizo. Como se indicó en líneas precedentes, el caso concreto es derivado del 
presunto no pago de los servicios prestados por la Comercializadora JE Tours 
S.A.S pactados en el contrato No. 271 de 2019.  
  
Los conceptos conciliados entre las partes se circunscribieron al capital adeudado 
por el valor de trece millones ochocientos setenta y siete mil ochocientos noventa 
y ocho pesos ($13.877.898), es decir derechos de carácter económico1 que 
sumado a ser conciliable se adecua al ejercicio del medio de controversias 
contractuales en consideración a lo dispuesto en el artículo 141 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.    
 
En efecto, de acuerdo a lo indicado en el acta del Comité de Conciliación de la 
Contraloría General de la República se resalta lo siguiente: “(…) Una vez realizado 
el respetivo análisis fáctico y jurídico, el Comité de Conciliación de la CGR, decidió 
CONCILIAR PARCIALMENTE, en la siguiente forma: Presentar como fórmula 
conciliatoria, el pago a la SOCIEDAD COMCERCIALIZADORA JE TOURS S.A.S., identificada 
con Nit 800.177.456-7 la suma de TRECE MILLONES OCHOCIENTOS SETENTA Y SIETE MIL 
OCHOCIENTOS NOVENTA Y OCHO PESOS ($13.877.898) correspondiente a las 35 facturas 
del periodo 05 noviembre al 10 de noviembre de 2020, con ocasión al Contrato No. 271 
de 02 de agosto de 2019 y las adiciones, aclaraciones, modificaciones y prorrogas 
suscritas al mismo, relativos al suministro de tiquetes aéreos, en rutas nacionales e 
internacionales para el desplazamiento de los funcionarios de la planta global, de la 
planta temporal de  regalías y contratistas de dicha entidad. Suma debidamente 

 
1 En ese sentido ver: Consejo de Estado, Sala de lo Contenciosos Administrativo, Sección Tercera – Sala 
Plena, Sentencia del 24 de noviembre de 2014. Exp. 07001-23-31-000-2008-00090-01 (37.747). M.P. Enrique 
Gil Botero. 



indexada con base en el IPC para el momento de la aprobación del acuerdo conciliatorio. 

No se propone para este caso el pago de intereses moratorios (…)”.  
 
3.4. Que al acuerdo conciliatorio se allegue el debido soporte probatorio, sin que 

sea violatorio de la ley o que se lesione el erario (artículo 73, Ley 446 de 1998). 

Con la solicitud de aprobación de conciliación extrajudicial se probó que: 
 

- El 2 de agosto de 2019 Contraloría General de la República suscribió el 
contrato 271 con Comercializadora JE Tours S.A.S., de la cual se destacan 
las siguientes cláusulas:   
 

Cláusula Contenido 

Objeto  

 
Valor del contrato  

 
  

Plazo  

 
Forma de pago 

 

 
 

Liquidación  

 

 
- El acta de inicio del contrato se suscribió el 5 de agosto de 2019.  

 

- El 5 de agosto de 2019 las partes del Contrato No. 271 de 2019 suscribieron 

la aclaratoria en la que se pactó lo siguiente:  

 



 

- El 22 de octubre de 2019 las partes del contrato 271 de 2019 suscribieron la 

adición y prorroga 1 en la que se pactó lo siguiente:  

 

 
 

- Posteriormente, las partes acordaron una segunda adición al contrato 271 

de 2019 en los siguientes términos:  

 

 
 

- El 22 de noviembre de 2019 la Contraloría General de la República y el 

contratista Comercializadora JE Tours S.A.S  en los siguientes términos:  

 



 
 

- El 5 de noviembre de 2020 la Comercializadora JE Tours S.A.S expidió las 

facturas electrónicas de venta No. F214257, F214258, F214259, F214260, 

F214262, F214263, F214264, F214265, F214266, F214267, F214268, F214269, 

F214270, F214271, F214272, F214274, F214275, F214276, F214277, F214278, 

F214279, F214280 F214281, F214282, F214283, F214285, F214286, F214290, 

F214292, F214297, F214298, F214299, F21301, F214302 y F214303 por los 

tiquetes proferidos entre el 05 de noviembre de 2020 al 13 de noviembre 

de 2020.  

 

Se observa que el contrato 271 de 2019 tenía un plazo inicial del 5 de agosto de 

2019 hasta el 31 de diciembre de 2019 o hasta que se agotara el monto del valor 

del contrato, lo que primero sucediera, sin embargo se tiene que el plazo solo fue 

prorrogado una vez, hasta el 30 de marzo de 2020, sin que en el plenario obre que 

este plazo fue prorrogado nuevamente o estuviere sujeto a otra condición.  

 

De esta manera, resulta extraño que la prestaciones que se aducen fueron 

ejecutadas bajo el marco del contrato 271 de 2019, se hayan prestado fuera del 

plazo contractual establecido, aun cuando este había finalizado desde el 30 de 

marzo de 2020 y los tiquetes datan de noviembre de 2020, según lo probado en el 

proceso, así:  

 



 
 

Entonces, resulta necesario establecer que no es posible aprobar el acuerdo 

conciliatorio al que llegaron las partes, máxime cuando las prestaciones que se 

pretenden cobrar fueron prestadas fuera del plazo de ejecución estipulado en el 

contrato 271 de 2019, situación que afectaría el erario público.  
 

Así las cosas, al no contarse con suficientes pruebas para concluir que las 

prestaciones reclamadas se dieron bajo el marco del contrato 271 de 2019, se 

procederá a improbar el acuerdo conciliatorio al que llegaron las partes el 8 de 

marzo de 2022 ante la Procuraduría 6 Judicial II para Asuntos Administrativos.  

RESUELVE: 

PRIMERO: Improbar el acuerdo conciliatorio adelantado el 8 de marzo de 2022 

entre la Comercializadora  JE Tours S.A.S (Convocante) y la Contraloría General de 

la República (convocado), celebrada ante la Procuraduría 6 Judicial II para Asuntos 

Administrativos. 

 

SEGUNDO: Una vez ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente. 

 

TERCERO: Una vez ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 



 
EDITH ALARCON BERNAL 

JUEZ 
CAM 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO SESENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ 

Sección Tercera 

NOTIFICACIÓN 

La anterior providencia emitida el 10 de mayo de dos mil 
veintidós (2022), fue notificado en el ESTADO No.013 del  

11 de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

Sandra Natalia Pepinosa Bueno 
Secretaria 
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